
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

  

TRIBUNAL CONENTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL CHOCÓ 

 

Quibdó, treinta (30) de julio de dos mil veinte (2020) 

 

       SENTENCIA N 155 

 

REFERENCIA:  EXPEDIENTE N° 2700123310002020009600 

ASUNTO:   CONTROL INMEDIATO DE LEGALIDAD 

ACTOR:   MUNICIPIO DE RÍO IRÓ 

DEMANDADO:  DECRETO N° 108 DEL 24 DE MARZO DE 2020 

I.-  ANTECEDENTES.- 

 

1.1.- El artículo 215 de la Carta Política de 1991 autoriza al Presidente de la 

República, con la firma de todos los ministros, a declarar el Estado de Emergencia 

cuando se presenten hechos distintos a los previstos en los artículos 212 (guerra 

exterior) y 213 (grave perturbación del orden público) de la Constitución, que 

perturben o amenacen perturbar en forma grave e inminente el orden económico, 

social, ecológico del país o constituyan grave calamidad pública. 

 

1.2.- El Congreso de la República expidió la Ley 137 de 1994 “estatutaria de los 

Estados de Excepción”.1 

 

1.3.- En aras de proteger la salud de los habitantes de todo el territorio nacional 

de la pandemia del COVID – 19, el Ministerio de Salud expidió la Resolución N° 385 

del 12 de marzo del 2020, a través de la cual declaró la emergencia sanitaria en 

todo el país y adoptó otras medidas. 

 

1.4.- El Presidente de la República de Colombia, con la firma de todos los 

ministros, profirió el Decreto Declarativo No.417 del 2020, mediante el cual declaró 

el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio 

nacional, por el término de treinta (30) días calendarios, contados a partir de la 

vigencia de este decreto”.  

 

                                                             
1 Publicado en el Diario Oficial No.41379 de junio 3 de 1994. 



1.5.-  El Alcalde Municipal de Río Iró, expidió el Decreto N° 108 del 24 de marzo de 

2020 “por el cual se declara la calamidad pública en el municipio de Rio Iró – Chocó, 

con el fin de enfrentar el coronavirus (covid-19)” 

 

1.6.- De conformidad con la mecánica constitucional y legal, este tipo de medidas, 

“de carácter general dictadas en ejercicio de la función administrativa y como 

desarrollo de los decretos legislativos durante los estados de excepción tendrán un 

control inmediato de legalidad”2. 

 

1.7. En los artículos 20 de la Ley 137 de 1994, Estatutaria de los Estados de 

Excepción, 111.8, 136 y 185 del CPACA está previsto el trámite de dicho control 

inmediato de legalidad por parte del Consejo de Estado. 

 

II.- TRÁMITE DEL CONTROL INMEDIATO.- 

 

2.1.- El 6 de mayo de 2020 el Municipio de Río Iró vía correo electrónico, remitió al 

Tribunal Contencioso Administrativo del Chocó, para efectos del control inmediato 

de legalidad, una copia del Decreto N° 108 del 24 de marzo de 2020. 

  

2.2.- El día indicado en el párrafo que antecede, el expediente de control fue 

repartido al Despacho del ponente para sustanciar el trámite respectivo. 

 

2.3.- El Despacho sustanciador, verificó que el Gobierno Nacional había expedido el 

Decreto N° 417 del 17 de marzo de 2020 “por el cual se declara un Estado de 

Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio Nacional”, ello ante 

la emergencia sanitaria internacional generada por el nuevo virus COVID – 19.  

 

En atención a la emergencia sanitaria, Ministerio del Interior profirió el Decreto N° 

420 del 18 de marzo de 2020 y, en aras de hacer frente a la misma, el Municipio de 

Río Iró profirió el Decreto N° 108 del 24 de marzo de 2020”. 

 

2.4. La Magistrada ponente profirió el auto de 12 de mayo de 2020, avocando el 

conocimiento del asunto de la referencia. 

 

2.5.- El Municipio de Río Iró no allegó los antecedentes administrativos que le fueron 

solicitados en el auto que avocó conocimiento del control inmediato de legalidad. 

 

III.- INTERVENCIONES. -  

 

                                                             
2 Artículos 111.8 y 136 del CPACA y 20 de la ley 137 de 1994.  



Ciudadanos: En el expediente no existe constancia procesal, de que algún 

ciudadano haya intervenido para defender o impugnar la legalidad del Decreto N° 

108 del 24 de marzo del 2020. 

 

Ministerio Público: Vía e – mail emitió su concepto de fondo en los siguientes 

términos: 

 

“En relación con el acto administrativo objeto del control inmediato de legalidad, 

tenemos que el Decreto 108 del 24 de marzo de 2020, fue expedido por el alcalde 

municipal de Río lró, dentro de ejercicio de funciones administrativas contenidas en 

las Leyes: 136 de 1994, 1151 de 2012, 1801 de 2016 y 1523 de 2012, luego bajo   

dichos   preceptos   encontramos   que  el  burgomaestre  tiene   plena competencia 

para su expedición. 

 

Así las cosas, se trata de un acto administrativo - decreto - expedido con las 

formalidades legales, no existiendo reproche alguno al respecto. 

 

Ahora, en dicho decreto como fundamento se encabeza manifestando que se 

declara la calamidad pública en el municipio de Río lró, Chocó, con el fin de 

enfrentar el coronavirus COVID-19; en sus comienzos se sustenta además de la 

normatividad ya referida, en los artículos 2 y 209 de la Constitución Política, 

pasando luego a relacionar o cometer, todas las posturas, lineamientos y 

recomendaciones dadas por la Organización Mundial de la Salud OMS, desde sus 

inicios, incluyendo que el 11 de marzo de 2020, categorizo el virus COVID- 19 como 

una pandemia, para terminar comentando que el Ministerio de Salud y Protección 

Social profirió la Resolución No. 385 del 12 de marzo de 2020, mediante la cual 

declaro la emergencia sanitaria en todo el territorio nacional y adoptó medidas 

sanitarias con el objeto de prevenir y controlar la propagación delCOVID-19. 

 

Después de esbozarse un rápido panorama nacional de la situación presentada por 

el coronavirus, así como lo concerniente al municipio en cuestión, comenta o 

analiza, para fundamentarse en los diversos artículos de la Ley 1523 de 2012, 

referentes a la gestión del riesgo de desastres, para finalmente justificar la 

declaratoria de situación de calamidad pública. 

 

Es decir, que hasta este punto no aparece un fundamento que nos indique 

conexidad entre el estado de emergencia y la decisión contenida en el decreto 

objeto del control.” 

 

IV.- CONSIDERACIONES. 



 

La Sala no observa ninguna causal de nulid ad que pueda afectar el proceso de 

control inmediato, por lo cual entra a decidir manifestando: 

 

Marco normativo. - El marco normativo del acto administrativo objeto de revisión, 

está delimitado por la Constitución Política, el artículo 5 del Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos; el artículo 27 de la Convención Americana Sobre 

Derechos Humanos; los Decretos 417 del 17 de marzo de 2020, 418 del 18 de 

marzo de 2020, 420 del 18 de marzo de 2020 y la Resolución N° 385 del 12 de 

marzo de 2020. 

 

El acto objeto de control. - Es el Decreto número N° 108 del 24 de marzo de 2020 

“por el cual se declara la calamidad pública en el municipio de Rio Iró – Chocó, con 
el fin de enfrentar el coronavirus (covid-19)” dictado al amparo del estado de 
emergencia económica, social y ecológica que declaró el Presidente de la República 
en todo el territorio nacional. 
 

El acto revisado es del siguiente tenor literal: 

“DECRETO 108 DE 2020 

24 de marzo de 2020 

“por el cual se declara la calamidad pública en el municipio de Rio iró – 
Chocó, con el fin de enfrentar el coronavirus (covid-19)." 

 

EL ALCALDE DEL MUNICIPIO DE RÍO IRÓ, en uso de sus facultades 

constitucionales y legales, en especiales conferidas por las leyes 136 de 1994, 1151 

de 2012, ley 1801de 2016, artículos 12,141 57, 58,59 y 65 de la Ley 1523 de 2012 y 

demás normas concordantes y 

 

CONSIDERANDO: 

 

Que de conformidad con el artículo 2 de la Constitución Política, las autoridades 

están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su 

vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades. 

 

Que la Constitución Política en su artículo 209 establece que "la función 

administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con 

fundamentó en los principios de igualdad, moralidad, eficiencia, economía, 



celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la delegación y 

la desconcentración de funciones". 

 

Que según lo dispuesto por el artículo 1º de la Ley 1523 de 2012, la gestión del 

riesgo de desastres, es un proceso social orientado a la formulación, ejecución, 

seguimiento y evaluación de políticas, estrategias, planes, programas, regulaciones, 

instrumentos, medidas y acciones permanentes para el conocimiento y la reducción 

del riesgo y para el manejo de desastres, con el propósito explícito de contribuir a la 

seguridad, el bienestar , la calidad de vida de las personas y al desarrollo sostenible; 

constituyéndose así en una política de desarrollo indispensable para asegurar la 

sostenibilidad, la seguridad territorial, los derechos e intereses colectivos, mejorar la 

calidad de vida de las poblaciones y las comunidades en riesgo y , por lo tanto, está 

intrínsecamente asociada con la planificación del desarrollo seguro, con la gestión 

ambiental territorial sostenible, en todos los niveles de Gobierno y la efectiva 

participación de la población. 

 

Que el numeral segundo del artículo 3 de la referida Ley, establece el Principio de 

protección, el cual Indica "Los residentes en Colombia deben ser protegidos por las 

autoridades en su vida e integridad física y mental, en sus bienes y en sus derechos 

colectivos a la seguridad, la tranquilidad y la salubridad públicas y a gozar de un 

ambiente sano, frente a posibles desastres o fenómenos peligrosos que amenacen 

o infieran daño a los valores enunciados" 

 

Que, en igual sentido, la citada disposición consagra el principio de solidaridad 

social, lo cual implica que: "Todas las personas naturales y jurídicas, sean estas 

últimas de derecho público o privado, apoyarán con acciones humanitarias a las 

situaciones de desastre y peligro para la vida o la salud de las personas." Que, el 

artículo 12 Ibídem, consagra que: “Los Gobernadores y Alcaldes, son conductores 

del sistema nacional en su nivel territorial y están investidos con las competencias 

necesarias para conservar la seguridad, la tranquilidad y la salubridad en el ámbito 

de su jurisdicción".  

 

Que, el artículo 14 ibídem, dispone: “Los Alcaldes en el Sistema Nacional. Los 

alcaldes como jefes de la administración local representan al Sistema Nacional en el 

Distrito y en el municipio.  

 

El alcalde como conductor del desarrollo local, es el responsable directo de la 

implementación de los procesos de gestión del riesgo en el distrito o municipio, 

incluyendo el conocimiento y la reducción del riesgo y el manejo de desastres en el 

área de su jurisdicción "Que, así mismo, el numeral 8 del mismo artículo señala el 



"Principio de precaución: Cuando exista la posibilidad de daños graves o 

irreversibles a las vidas, a los bienes y derechos de las personas, a las instituciones 

y a los ecosistemas como resultado de la materialización del riesgo en desastre, las 

autoridades y los particulares aplicarán el principio de precaución en virtud del cual 

la falta de certeza científica absoluta no será óbice para adoptar medidas 

encaminadas a prevenir, mitigar la situación de riesgo". 

 

Que el artículo 57 de la ley 1523 de 2012 establece: "DECLARATORIA DE 

SITUACIÓN DE CALAMIDAD PÚBLICA. Los Gobernadores y Alcaldes, previo 

concepto favorable del Consejo Departamental, Distrital o Municipal de Gestión del 

Riesgo, podrán declararla situación de calamidad pública en su respectiva 

jurisdicción. Las declaratorias de situación de calamidad pública se producirán y 

aplicarán, en lo pertinente, de conformidad con las reglas de la declaratoria de la 

situación de desastre." 

 

Que el artículo 58 de la mencionada Ley define CALAMIDAD PÚBLICA. "Para los 

efectos de la presente ley, se entiende por calamidad pública, el resultado que, se 

desencadene, de la manifestación de uno o varios eventos naturales o 

antropogénicos no intencionales que al encontrar condiciones propicias de 

vulnerabilidad en las personas, los bienes, la infraestructura, los medios de 

subsistencia, la prestación de servicios o los recursos ambientales, causa daños; o 

pérdidas humanas, materiales, económicas o ambientales, generando una 

alteración intensa, grave y extendida en las condiciones normales de 

funcionamiento de la población, en el respectivo territorio, que exige al distrito, 

municipio, o departamento ejecutar acciones de respuesta, rehabilitación y 

reconstrucción. "Que a su vez el artículo 59, indica: "La autoridad política que 

declare la situación de desastre o calamidad, según sea el caso, tendrá en 

consideración los siguientes criterios: 

1. Los bienes jurídicos de las personas en peligro o que han sufrido daños. Entre los 

bienes jurídicos protegidos se cuentan la vida, la integridad personal, la subsistencia 

digna, la salud, la vivienda, la familia, los bienes patrimoniales esenciales y los 

derechos fundamentales económicos y sociales de las personas. 

2. Los bienes jurídicos de la colectividad y las instituciones en peligro o que han 

sufrido daños. Entre los bienes jurídicos así protegidos se cuentan el orden público 

material, social, económico y ambiental, la vigencia de las instituciones, políticas y 

administrativas, la prestación de los servicios públicos esenciales, la integridad de 

las redes vitales y la infraestructura básica. 

3. El dinamismo de la emergencia para desestabilizar el equilibrio existente y para 

generar nuevos riesgos y desastres. 



4. La tendencia de la emergencia a modificarse, agravarse, reproducirse en otros 

territorios y poblaciones o a perpetuarse. 

5. La capacidad o incapacidad de las autoridades de cada orden para afrontar las 

condiciones de la emergencia. 

6. El elemento temporal que agregue premura y urgencia a la necesidad de 

respuesta. 

7. La inminencia de desastre o calamidad pública con el debido sustento fáctico." 

 

Que, de acuerdo con lo anterior, la declaratoria de situación de calamidad pública 

puede efectuarse cuando los bienes jurídicos de las personas, tales como la vida, la 

integridad personal y la salud, se encuentren en peligro; y que al materializarse el 

riesgo dichos bienes jurídicos, en todo el territorio del Municipio de Río lró o en parte 

considerable del mismo, sean afectados de manera desfavorable y grave. 

 

Que, una vez informada la situación de los riesgos asociados al brote de 

enfermedad por coronavirus (COVID- 19),y de las afectaciones que este podría 

causar en la población del territorio Municipal, el Alcalde del Municipio de Río lró 

procedió a ordenar la convocatoria del Consejo Municipal de Gestión del Riesgo de 

Desastres. 

 

Que el Consejo Municipal de Gestión del Riego de Desastres, previa reunión para 

analizar la situación presentada emitió concepto favorable sobre la declaratoria de 

situación de la calamidad pública, según Acta número 001 del 24 de marzo del 

2020. 

 

Que, la Ley 1523de 2012, en sus artículos 65 y siguientes, establece que declarada 

una situación de Calamidad Pública se aplica un régimen normativo especial que 

contempla disposiciones excepcionales en materia de 

contratos, control fiscal de recursos, adquisición y expropiación, ocupación temporal 

y demolición de inmuebles, imposición de servidumbres, solución de conflictos, 

moratoria o de refinanciación de deudas, incentivos de diverso orden para la 

rehabilitación, la· reconstrucción· y el desarrollo, administración y destinación de 

donaciones y autorización, control, vigilancia e inversión de los bienes donados.  

 

También se dará aplicación por parte de las autoridades competentes a lo dispuesto 

en el tema del trámite aplicable a las importaciones de las donaciones destinadas a 

los damnificados de situaciones de Calamidad Pública, entre otras medidas 

tendientes a superar o conjurar la situación de Calamidad Pública. 

Que, en el mes de diciembre de 2019, la Organización Mundial de Salud -OMS- 

informó sobre la ocurrencia de casos de Infección Respiratoria Aguda Grave (IRAG) 



causada por un brote de enfermedad por coronavirus (Coronavirus 2019- COVID-

19) en Wuhan (China). 

 

Que según lo indica la OMS, los coronavirus son una extensa familia de virus que 

pueden causar enfermedades tanto en animales como en humanos. En los 

humanos, se sabe que varios coronavirus causan infecciones respiratorias que 

pueden ir desde el resfriado común ·hasta enfermedades más graves como el 

síndrome respiratorio de Oriente Medio (MERS) y el síndrome respiratorio agudo 

severo (SRAS). 

 

Que el 30 de enero de 2020, el Comité de expertos de la Organización Mundial de la 

salud OMS, emitió la declaratoria de emergencia de salud pública de interés 

Internacional -ESPll, con el fin de coordinar un esfuerzo mundial para mejorar la 

preparación en otras regiones que puedan necesitar ayuda. Que atendiendo la 

declaratoria de ESPll de la OMS de acuerdo con el Reglamento Sanitario 2005, el 

Ministerio de Salud y Protección Social emitió la Circular 005 del 11 de febrero de 

2020, mediante la cual imparte a los entes territoriales las directrices para la 

detección temprana, el control, la atención ante la posible introducción del nuevo 

coronavirus (2019-CoV) y la implementación de los planes de preparación y 

respuesta ante este riesgo. 

 

Que el Ministerio de Salud y Protección Social por medio de Resolución N° 385 del 

12 de marzo de 2020, declaro la emergencia sanitaria en todo el Territorio Nacional 

y se adoptaron medidas sanitarias con el objeto de prevenir y controlar la 

propagación del COVID-19 en el Territorio Nacional y mitigar sus efectos. 

 

Que en aras de dar una respuesta eficiente y opo1una para prevenir, controlar y 

mitigar el impacto de la pandemia de Coronavirus en el Municipio de Rio lró, es 

necesario adelantar acciones relacionadas con la vigilancia epidemiológica, 

organización de la red de servicios, desarrollo de medidas preventivas y de control, 

aspectos de comunicación, educación a la, comunidad y capacitación a todo el 

personal de salud. 

 

Que conforme a las declaraciones de la Organización Mundial de la Salud, nos 

enfrentamos a una emergencia en salud pública de nivel internacional (pandemia),y 

ante el riesgo existente por COVID-19, en virtud de lo dispuesto en la Ley 1523 de 

2012 y, atendiendo el concepto favorable del Consejo Municipal de Gestión del 

Riego de Desastres, se considera necesario tomar las medidas urgentes para 

preparar ante la Inminencia de la materialización del riesgo en jurisdicción del 

Municipio de Rio lró, y en ese sentido, prevenir y controlar la extensión de los 



efectos de la presencia del virus y mitigar la alteración grave de las condiciones 

normales de vida de la población que se encuentra en el territorio. 

 

Que, en virtud de lo anteriormente expuesto, 

 

DECRETA: 

 

Artículo 1º De la Declaratoria: Declárase la existencia de una situación de 

Calamidad Pública, conforme a la parte considerativa de este decreto, para 

adelantar las acciones en fase de preparativos para la prevención, respuesta y 

recuperación frente al posible brote de enfermedad por coronavirus (COVID-19), en 

el Municipio de Rio lró. 

 

Artículo 2º Del Régimen Normativo. - Se aplicará en todo el territorio del Municipio 

de Rio lró el régimen normativo especial para las situaciones de Calamidad Pública 

contemplado en los artículos 65 y siguientes de la ley 1523 de 2012 y demás 

disposiciones concordantes. 

 

Artículo 3º Del Plan de Acción Específico.· Conforme determina el artículo 61 de la 

Ley 1523 de 2012, el Consejo Municipal de Gestión del Riesgo de Desastres en 

conjunto con la Secretaría General y de Gobierno Municipal, elaborarán el plan de 

acción específico para las respuesta y recuperación, que permitan la atención de los 

efectos adversos que ocasiona el ingreso del brote de enfermedad por coronavirus 

(COVID-19) en el municipio, el cual será de obligatorio cumplimiento por todas las 

entidades públicas o privadas que deban contribuir a su ejecución, en los términos 

señalados en la presente declaratoria y sus modificaciones. 

 

Parágrafo primero: Dicho plan de acción específico integrará las acciones 

requeridas para atender en sus diferentes fases de manera efectiva la emergencia 

de salud pública.  

Lo anterior en armonía con el concepto de seguridad territorial 

 

Artículo 4° De la participación- Las entidades públicas y privadas integrantes del 

Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres - SNGRD, de acuerdo con su 

naturaleza y desde sus ámbitos de competencia, deberán participar en la ejecución 

de las labores tendientes a dar una respuesta efectiva, en prevenir y/o recuperar y 

rehabilitar las zonas afectadas. 

 

Artículo 5° Damnificados: Para los efectos del presente Decreto se entenderán 

como personas damnificadas, aquellas que sufran grave daño directamente 



asociado al brote de enfermedad por coronavirus (COVID-19) en jurisdicción del 

Municipio de Río lró, por afectación en su salud, o muerte de algún integrante del 

núcleo familiar. Las mismas deberán estar certificadas como tales por el Consejo 

Municipal de Gestión del Riesgo de Desastres, ante la UNGRD mediante el Registro 

Único de Damnificados. 

 

Artículo 6° Afectados: Para los efectos del presente Decreto se entenderán como 

personas afectadas, aquellas que sufran efectos adversos indirectos o secundarios, 

asociados al brote de enfermedad por coronavirus (COVID-19) en el territorio 

Municipal de Rio lró, como deficiencias en la prestación de servicios públicos, en el 

normal desarrollo del comercio en el trabajo, así como por aislamiento temporal de 

la población, entre otros. Son personas diferentes a damnificados. 

 

Artículo 7º Apropiación de Recursos: El Gobierno Municipal de requerirse realizará 

los traslados presupuestales necesarios para atender desde el Fondo Municipal de 

Gestión del Riesgo de Desastres la Situación de Calamidad Pública, aunado a lo 

anterior, y de ser necesario se gestionarán recursos económicos ante la UNGRD y 

demás entidades competentes. 

 

Artículo 8° De la Vigencia:  El presente decreto rige a partir de la fecha de su 

publicación y por el término de seis (6) meses, prorrogable una vez evaluado el 

respectivo Plan de Acción Específico y previo concepto favorable del Consejo 

Municipal de Gestión del Riesgo de Desastres. 

Parágrafo: Conforme al artículo 64 de la Ley 1523 de 2012, el Alcalde, cumplido el 

término de seis (6) meses, decretará el retorno a la normalidad o en su defecto 

prorrogará hasta por el mismo término, la situación de Calamidad Pública, previo 

concepto favorable del Consejo Municipal de Gestión del Riesgo de Desastres.” 

 

COMPETENCIA DEL TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL 

CHOCÓ PARA ASUMIR EL CONTROL INMEDIATO DE LEGALIDAD.  

 

De conformidad con lo dispuesto por los artículos 20 de la Ley 137 de 1994, 

Estatutaria de los Estados de Excepción, 111.8, 136 y 185 del CPACA, las medidas 

administrativas de carácter general que sean dictadas en ejercicio de la función 

administrativa por las autoridades territoriales durante los estados de excepción 

como desarrollo de los decretos, están sometidas a un control inmediato de 

legalidad de los Tribunales Administrativos.- y como quiera que el acto objeto de 

control, Decreto 108 del 24 de marzo de 2020, fue expedido por el Alcalde Municipal 

de Río Iró, por lo que se trata de un acto expedido por autoridad territorial en 

ejercicio de la función administrativa durante el estado de excepción, y, en 



consecuencia, el control inmediato de legalidad corresponde al Tribunal 

Contencioso Administrativo del Chocó, tal y como lo consagran los referidos 

artículos 136 y 185 del CPACA, que disponen:  

 

“Art. 136.- Control inmediato de legalidad.- las medidas de carácter 

general que sean dictadas en ejercicio de la función administrativa y como 

desarrollo de los  decretos legislativos durante los estados de excepción, 

tendrán un control inmediato de legalidad ejercido por la jurisdicción de lo 

contencioso administrativo en el lugar donde se expidan si se tratare de 

entidades territoriales o del Consejo de Estado si emanaren de autoridades 

nacionales, de acuerdo con las reglas de competencia establecidas en este 

Código. 

…”   

“ARTÍCULO 185. TRÁMITE DEL CONTROL INMEDIATO DE LEGALIDAD 

DE ACTOS. Recibida la copia auténtica del texto de los actos administrativos 

a los que se refiere el control inmediato de legalidad de que trata el 

artículo 136 de este Código o aprendido de oficio el conocimiento de su 

legalidad en caso de inobservancia del deber de envío de los mismos, se 

procederá así: 

1. La sustanciación y ponencia corresponderá a uno de los Magistrados de la 

Corporación y el fallo a la Sala Plena. 

2. Repartido el negocio, el Magistrado Ponente ordenará que se fije en la 

Secretaría un aviso sobre la existencia del proceso, por el término de diez 

(10) días, durante los cuales cualquier ciudadano podrá intervenir por escrito 

para defender o impugnar la legalidad del acto administrativo. 

Adicionalmente, ordenará la publicación del aviso en el sitio web de la 

Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. 

3. En el mismo auto que admite la demanda, el Magistrado Ponente podrá 

invitar a entidades públicas, a organizaciones privadas y a expertos en las 

materias relacionadas con el tema del proceso a presentar por escrito su 

concepto acerca de puntos relevantes para la elaboración del proyecto de 

fallo, dentro del plazo prudencial que se señale. 

4. Cuando para la decisión sea menester el conocimiento de los trámites que 

antecedieron al acto demandado o de hechos relevantes para adoptar la 

decisión, el Magistrado Ponente podrá decretar en el auto admisorio de la 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011_pr003.html#136


demanda las pruebas que estime conducentes, las cuales se practicarán en 

el término de diez (10) días. 

5. Expirado el término de la publicación del aviso o vencido el término 

probatorio cuando este fuere procedente, pasará el asunto al Ministerio 

Público para que dentro de los diez (10) días siguientes rinda concepto. 

6. Vencido el traslado para rendir concepto por el Ministerio Público, el 

Magistrado o Ponente registrará el proyecto de fallo dentro de los quince (15) 

días siguientes a la fecha de entrada al Despacho para sentencia. La Sala 

Plena de la respectiva Corporación adoptará el fallo dentro de los veinte (20) 

días siguientes, salvo que existan otros asuntos que gocen de prelación 

constitucional”. 

 

En providencia del 14 de mayo de 2020, C.P. Dr. CARLOS ENRIQUE MORENO 

RUBIO, expediente número 11001-03-15-000-2020-01882-00, el Honorable Consejo 

de Estado señaló que, el Control Inmediato de Legalidad procede contra las 

decisiones de la administración que reúnan las siguientes características: 

 

1.- Que sean medidas de carácter general, lo que excluye del ámbito de control a 

los actos administrativos de carácter particular y concreto. 

 

2.- Que sean dictadas en ejercicio de funciones administrativas. 

 

3. Que sean expedidas en desarrollo de los decretos legislativos expedidos durante 

los estados de excepción. 

 

Señala el Honorable Consejo de Estado, que para que el mecanismo de control de 

legalidad resulte procedente, se requiere de la concurrencia de los tres elementos 

en mención, toda vez que no resulta suficiente, por ejemplo, que se trate de una 

decisión dictada en ejercicio de funciones administrativas en el marco de un decreto 

legislativo, por cuanto se hace indispensable que se trate además, de una medida 

de carácter general. 

 

En otro pronunciamiento, providencia del 20 de mayo de 2020, C.P. Dr. WILLIAM 

HERNÁNDEZ GÓMEZ, expediente 11001-03-15-000-2020-01958-00, el Honorable 

Consejo de Estado señaló:  

 

“ (…) ha de entenderse que el control inmediato de legalidad consagrado en los 

artículos 20 de la Ley 137 de 1994 y 136 del CPACA, procede frente las medidas de 



carácter general en ejercicio de la función administrativa que se expidan «como 

desarrollo de los decretos legislativos durante los Estados de Excepción», sin 

incluir a todos aquellos expedidos a partir de la declaratoria de emergencia, con el 

fin hacer frente a los efectos de la pandemia, que no pendan directamente un 

decreto legislativo”.   

 

Descendiendo al caso concreto, la Sala Observa  que el Decreto N° 108 del 24 de 

marzo de 2020 “por el cual se declara la calamidad pública en el municipio de Rio 

Iró – Chocó, con el fin de enfrentar el coronavirus (covid-19)”, proferido por el 

Alcalde Municipal de dicho ente territorial, si bien cumple con las dos primeras 

condiciones, es decir: 1.- se trata de medidas de carácter general, y 2. – Son 

dictadas en ejercicio de funciones administrativas, no desarrolla ningún decreto 

legislativo en el marco del estado de emergencia económica, social y ecológica, 

razón por la cual no es pasible del Control Inmediato de Legalidad. Sin embargo, es 

importante aclarar, que ello no comporta el carácter de cosa juzgada de la presente 

decisión, por no predicarse los efectos procesales de dicha figura, y en esta 

mediada es objeto de control judicial ante esta Jurisdicción, conforme al medio de 

control procedente regulado en el CPACA.  

 

Por lo anterior, el presente asunto no puede ser objeto de examen judicial a través 

del medio de control inmediato de legalidad y, así se declarará, acogiéndose así el 

concepto del Ministerio Público. 

 

En mérito a lo expuesto, el Tribunal Contencioso Administrativo del Chocó, 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la 

ley,  

R E S U E L V E: 

PRIMERO: DECLARAR la improcedencia del Control de Legalidad, para examinar 

el Decreto N° 108 del 24 de marzo de 2020, expedido por el Municipio de Río Iró.  

 

Esta decisión no comporta el carácter de cosa juzgada, por no predicarse los 

efectos procesales de dicha figura, y en esta mediada el Decreto N° 108 del 24 de 

marzo de 2020, es objeto de control judicial ante esta Jurisdicción, conforme al 

medio de control procedente regulado en el CPACA.  

SEGUNDO: Ejecutoriado este proveído archívese el expediente y cancélese su 

radicación. 

 



TERCERO: Publíquese la presente providencia en el sitio web de la Jurisdicción de 

lo Contencioso Administrativo. 

 

NOTIÍQUESE Y CÚMPLASE 

Discutido en sala, conforme consta en el Acta N° ___ de la fecha 

 

 

 
MIRTHA ABADÍA SERNA                 ARIOSTO CASTRO PEREA               

  Magistrada                                                  Magistrado 
                                                     
 
 
 
 
 
                  

NORMA MORENO MOSQUERA                   
              Magistrada 

 

 


